SENTENCIA DE TUTELA DE 1ª INSTANCIA N°041
                                                     RADICACIÓN: 660012204000 2018 00198 01


ACCIONANTE: JULIO CÉSAR IGNACIO MARULANDA
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / PERJUICIO IRREMEDIABLE / SIN ESTE ÚLTIMO, EL JUEZ CONSTITUCIONAL NO PUEDE INMISCUIRSE EN PROCESOS EN CURSO O IMPULSAR LAS COMPETENCIAS DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN.

… en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)

… que  han sido varios los pronunciamientos en los cuales la Sala de Decisión de tutelas  de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”…

Se concluye entonces que no es esta la vía procesal idónea para lograr las pretensiones del actor, al no observarse que por parte de los despachos Fiscales que han intervenido en la indagación penal sobre la cual versa el presente asunto se hayan vulnerado los derechos fundamentales invocados o causado un perjuicio irremediable que haga viable el amparo de manera transitoria; por tanto, se declarará improcedente el amparo invocado. 

                             REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                            PEREIRA-RISARALDA 
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                                                  RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecinueve (19) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                   Acta de Aprobación N° 0939
                                                   Hora: 3:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano JULIO CÉSAR IGNACIO MARULANDA LOAIZA en nombre propio y en representación de la Corporación Tecnológica del Pacífico Central
 contra la Fiscalía General de la Nación, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al trabajo a la atención integral.

2.- SOLICITUD 
Del confuso escrito de tutela se pueden extraer lo siguiente:

El señor JULIO CÉSAR IGNACIO MARULANDA LOAIZA en calidad de representante legal de la Corporación Tecnológica del Pacífico, en octubre 28 de 2013 formuló denuncia penal por delitos contra la protección e información de los datos radicada al N° 17001600060201302235, por cuanto asegura que fueron despojados de los dominios web por parte del sindicado NESTOR JAIRO HINCAPIÉ OCHOA de la empresa CalleHost.

Señala que pese a que han pasado 1726 días no se ha adoptado decisión de fondo en el asunto, situación que ha llevado a la disolución y liquidación de la citada Corporación.
Con fundamento en lo anterior, solicita se protejan los derechos al trabajo y a la atención integral; y, en consecuencia, se disponga que la Fiscalía General de la Nación ordene a la empresa unipersonal CalleHost a cargo del iniciado, devolver las llaves de los dominios y se conmine a repararlos por los perjuicios que se le han generado durante 8 años.
3.- CONTESTACIÓN

La Sala corrió traslado de la acción constitucional a la Fiscalía General de la Nación, y vinculó de manera oficiosa al Director Seccional de Fiscalías de Manizales (C/das.) y a las Fiscalías Diez Local, Dieciséis Local de Descongestión, Dos Local, Doce y Catorce Seccional de Manizales (C/das.), las cuales se pronunciaron en los siguientes términos:

- La Directora Seccional de la Fiscalía General de la Nación Caldas informó que de acuerdo con los hechos consignados en el escrito de tutela, una vez consultado el sistema SPOA de esa seccional se determinó que en octubre 29 de 2013 se le asignó a la Fiscalía 10 Local el asunto bajo el radicado NUNC 17001600060201302235 por el presunto punible de acceso abusivo a un sistema informático –artículo 269ª Ley 1273/09-, en el cual se emitió el programa metodológico en octubre 31 del mismo año, y se encuentra activa en etapa de indagación.
De conformidad con lo resultados obtenidos en la instrucción por el referido despacho fiscal, se solicitó la preclusión, audiencia que no se pudo realizar por cuanto no comparecieron todos los sujetos procesales, entre ellos, la víctima, y no obstante haberse fijado como nueva fecha el octubre 8 del año en curso,   tampoco se pudo llevar a cabo dicho acto, toda vez que en aplicación del Decreto Ley 898/17 la actuación fue reasignada a la Fiscalía 16 Local de Descongestión. No obstante, teniendo en cuenta que la Fiscalía 10 fue la que conoció el proceso, se le daría el conocimiento transitorio con el fin de realizar la referida audiencia.
Las gestiones adelantadas se ajustan a las labores preliminares de indagación según lo señalado en el artículo 205 y siguientes de la Ley 906/04, de tal manera que no puede pretender el accionante que se omitan las etapas del proceso penal, pues ello conllevaría a una flagrante vulneración de los derechos de las partes, máxime que en esa fase es en la que se realiza una mayor actividad investigativa.

De acuerdo con lo consagrado en el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591/91, la tutela no procede cuando existan recursos o medios de defensa judiciales o administrativos, salvo que se utilice como mecanismo transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable.

Se opone a las pretensiones del amparo, por cuanto no se ha vulnerado derecho alguno del actor, ya que las actuaciones realizadas por esa institución se han efectuado de conformidad con las normas que regulan la materia.

- El Fiscal 10 Local de Manizales (C/das.) señala que en su despacho se venía conociendo la investigación 170016000060201302235, por denuncia que presentó el accionante en octubre 28 de 2013 respecto de la presunta conducta punible de acceso abusivo a un sistema informático –artículo 269ª Ley 1273/09-.
Según lo indicado por el señor JULIO CÉSAR MARULANDA LOAIZA, NESTOR JAIRO HINCAPIÉ OCHOA se le apoderó de las claves o ”llaves” de unos dominios de unas páginas web que se encontraban a su nombre o de la empresa a la que él representa.

Refiere las diferentes actuaciones adelantadas por la fiscalía: (i) en noviembre 15 de 2013 elaboró orden de policía judicial con el fin de recolectar elementos materiales que permitieran el esclarecimiento de esos hechos, de la cual se rindió el informe pertinente por el investigador en enero 13 de 2014; (ii) en febrero 18 entrevista a la víctima -transcribe aparte; (iii) en marzo 28 de 2014 diligencia de conciliación, en la que no se fue posible llegar a un acuerdo entre las partes, por cuanto el señor JULIO CÉSAR MARULANDA LOAIZA no aceptó el ofrecimiento realizado por el denunciado; (iv) en abril 08 de 2017 informe de investigador correspondiente a la gestión realizada en la audiencia de conciliación, en donde consta el estado de los dominios allí indicados, en total 12; (v) en agosto 03 de 2016 se dispuso la remisión de lo actuado a la Fiscalía Seccional, por considerar que no se configura la comisión de un delito informático, sino eventualmente un posible delito contra los Derechos de Autor, no obstante las diligencias regresaron a ese despacho en marzo 13 de 2017; y (vi) en marzo 21 de 2018 nuevamente se elaboró orden a policía judicial que tenía por finalidad establecer la veracidad de lo afirmado por el indiciado en interrogatorio de octubre 09 de 2016.
En su criterio la conducta denunciada es atípica, por tratarse de una relación estrictamente comercial, y pese a que se trató con peritos del CTI buscarle una solución a la controversia no fue posible, en parte por las exageradas peticiones económicas del denunciante. El indiciado según informó mediante el investigador del CTI, se encuentra pagando por esos sitios web, y al efecto allegó el correspondiente soporte de relación de pagos y servidores, lo que demostraría la ausencia de dolo.

En mayo 29 de 2018 se envió formato de audiencia para solicitar la preclusión con base en lo señalado en el artículo 332 numerales 1 y 4 C.P.P., audiencia que se había señalado agosto 14 de 2018, pero no se pudo realizar por cuanto no comparecieron todos los sujetos procesales, entre ellos, la víctima. Se señaló como nueva fecha el 8 de octubre, diligencia que tampoco se pudo llevar cabo, por cuanto mediante Resolución 0225 de septiembre 12 de 2018 la Dirección Seccional de Fiscalías asignó el conocimiento de la investigación a la Fiscalía de Descongestión 16 Local, cuyo titular desconocía la fecha de esa diligencia, y él se encontraba disfrutando del periodo vacacional.
El asunto es meramente comercial, y así lo ha reconocido el denunciante, puesto que indicó que él realizó contrato comercial con el indiciado para el manejo de unos sitios web, y con ello desconoce la víctima que el derecho penal es “ultima ratio”, al pretender que por esta vía se le dé solución a esa controversia, y el asunto se torna más complejo porque ninguna cláusula se dejó por escrito.

La Fiscalía pese a la alta carga laboral que maneja ha adelantado una investigación con el fin de esclarecer los hechos y ha buscado soluciones que beneficie a las partes y muestra de ello es la audiencia de conciliación que se realizó, en la que estuvieron presentes peritos del CTI.

Solicita no sean de recibo las pretensiones del accionante, por cuanto ningún derecho fundamental se le ha vulnerado, no siendo la acción de tutela la vía para que se le dé solución a su caso. Si la víctima tiene alguna inconformidad con la solicitud de preclusión, deberá comparecer a esa diligencia e interponer los recursos de ley a través de su apoderado.  

-La titular de la Fiscalía Catorce Seccional de Manizales (C/das.) indicó que la investigación que se viene adelantando por el punible de acceso abusivo a un sistema informativo conforme al artículo 269ª C.P, se remitió por competencia en marzo de 2017 a la Fiscalías Locales de esa ciudad, y correspondió a la Fiscalía 2 Local.

-El Fiscal Doce Seccional de Manizales (C/das.) informó que en el NUNC 17001600030201302235 fue asignado a ese despacho en agosto 18 de 2016, por la conducta de violación a los derechos patrimoniales de autor –artículo 271 C..-, luego pasó a la Fiscalía 14 Seccional de apoyo –marzo 7 de 2017, y de allí a la Fiscalía 2 Local por competencia, al determinarse que el delito por el que se procede es el de acceso abusivo a un sistema informático –artículo 269ª C.P. Ley 1273/09-. Señaló que en la actualidad no conoce el estado de dicha investigación, y según el SPOA aparece vigente en la Fiscalía 16 Local-.
- El Fiscal Dieciséis Local de la Unidad de Descongestión de Manizales (C/das.) indicó que en septiembre 26 de 2018 mediante Resolución N° 0237 de la misma emitida por la Dirección Seccional de Fiscalías de esa ciudad, fue reubicado en dicha Fiscalía y se le asignaron investigaciones adelantadas en varios despachos fiscales, en total 836 carpetas, y entre las mismas la indagación NUNC 170016000060201302235 que venía conociendo la Fiscalía 10 Local de la Unidad de Delitos informáticos, en donde es denunciante JULIO CÉSAR MARULANDA LOAIZA y denunciado NESTOR JAIRO HINCAPIÉ OCHOA, por una presunta conducta de acceso abusivo a un sistema informático, hechos que tuvieron génesis en junio 01 de 2013.
Una vez se recibió la carpeta –octubre 01 de 2018-, se pudo observar que el Fiscal 10 Local de la Unidad de Delitos Informáticos ya había radicado una solicitud de preclusión en el Centro de Servicios Judiciales de los Juzgados de Conocimiento de esta ciudad, y se está a la espera para que se fije fecha para la realización de la audiencia respectiva.

El citado Fiscal 10 solicitó la carpeta para dar respuesta a la misma, e igualmente se pidió a la subdirección de Fiscalías de Manizales que fuera dicho funcionario el que asistiera a la diligencia en mención, por economía procesal, celeridad y eficacia, ya que con antelación tenía estudiado el asunto y por el contrario él desconoce la actuación.

Considera que no es procedente la vinculación del despacho fiscal a su cargo a la presente acción, por cuanto no es titular de la Fiscalía que venía conociendo el caso.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si es procedente el presente amparo para obtener la protección de los derechos invocados por el accionante, no obstante encontrarse en curso la indagación penal sobre la que versa el asunto.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción de tutela ha sido por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, y gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso lo pretendido por el actor en nombre propio y en calidad de representante legal de la Corporación Tecnológica del Pacífico, es que por este medio se disponga que la Fiscalía adopte algunas órdenes dentro de la indagación penal que se adelanta por el delito de acceso abusivo a un sistema informático bajo el radicado N° 17001600060201302235, con ocasión de la denuncia presentada por él contra NÉSTOR JAIRO HINCAPIÉ OCHOA de la empresa CalleHost.

Frente a las pretensiones que hace el accionante, debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Debe indicarse igualmente, que  han sido varios los pronunciamientos en los cuales la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de XXX  se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” –negrillas de la Sala-
Del mismo modo, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se solicita el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se indicó: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

[…]
En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.

[…]

Asumir una postura como la pretendida por la parte actora, implicaría desconocer y pretermitir las decisiones que en ejercicio de sus funciones emiten las autoridades competentes en el trámite de los procesos adelantados conforme la normativa aplicable en cada caso; y abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de la tutela, el estudio de la naturaleza de las supuestas irregularidades acaecidas en una actuación todavía en curso.” -negrillas de la Sala-
La Corte Constitucional también ha señalado que es en el interior del proceso donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama, pues: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 

La normativa bajo la cual se adelanta la referida investigación -Ley 906/04- ofrece a los participantes los instrumentos a los cuales puede acudir al evidenciar que la mora en la toma de decisiones en los respectivos procesos pone en riesgo sus derechos fundamentales, aunque en algunas ocasiones no sean los más idóneos y eficaces para lograr el fin pretendido que no es otro que el de procurar que la investigación penal sea más ágil y por ende se adopten las medidas de fondo a las que hubiere lugar.

La jurisprudencia ha aceptado la eventual injerencia del juez de tutela cuando está de por medio la presencia de una situación que implique la necesidad de amparo por razón de una determinación judicial que conlleve una lesión a un derecho constitucional, y no contar el afectado con mecanismos judiciales idóneos para abogar por la vigencia de dicha prerrogativa
. 

El sistema jurídico colombiano confiere especial importancia al cumplimiento de los términos procesales y ello se infiere de lo reglado en el canon 228 de la Constitución Política, donde se indica que: “los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado”. Igualmente el artículo 4° de la Ley 270/96 -Estatutaria de la Administración de Justicia- refiere: “la administración de justicia debe ser pronta y cumplida. Los términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar.” 

Lo anterior para significar que una de las manifestaciones del debido proceso se refleja en que las actuaciones judiciales y administrativas se adelanten sin dilaciones injustificadas, y por ende quien ostente la calidad de denunciante no debe permanecer en la indefinición respecto de la investigación, lo cual, de presentarse, constituye una clara violación al debido proceso y a la recta y debida Administración de Justicia.

De igual manera, la persona que se sienta afectada con un proceder indebido de esta naturaleza, se encuentra en todo el derecho de denunciar disciplinariamente al funcionario judicial para que sea sancionado. 

En este punto es pertinente precisar a la parte accionante, que la titularidad de la acción penal recae exclusivamente en la Fiscalía tal como se consagra en el artículo 251 Constitucional, y por ello ningún juez puede indicar a ese ente oficial cómo ejercer esa potestad, y menos aún persuadirla o instarla a que formule una imputación o en su momento una eventual acusación.

Adicionalmente, no puede perderse de vista que si bien existe un término establecido en el parágrafo del artículo 175 C.P.P., la Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años”, es evidente que las Fiscalías actualmente cuentan con una gran carga laboral y carecen del personal investigativo suficiente para colmar las expectativas que tienen muchas de las personas que a diario acuden ante el órgano encargado de la persecución penal en busca de alguna solución.
Precisamente en el evento sometido a estudio el ente fiscal con fundamento en el recaudo probatorio efectuado durante la fase de indagación, consideró que no existe mérito para formular imputación y por ello solicitó la preclusión, acto que se encuentra presente de realización, y que no fue llevado a cabo en la primera oportunidad, entre otras cosas por la inasistencia del denunciante.  De todas formas, una vez se profiera la decisión de fondo que en derecho corresponda, en evento que el accionante no esté de acuerdo con lo resuelto puede hacer uso del recurso de apelación para que sea conocido el asunto por el superior.
Se concluye entonces que no es esta la vía procesal idónea para lograr las pretensiones del actor, al no observarse que por parte de los despachos Fiscales que han intervenido en la indagación penal sobre la cual versa el presente asunto se hayan vulnerado los derechos fundamentales invocados o causado un perjuicio irremediable que haga viable el amparo de manera transitoria; por tanto, se declarará improcedente el amparo invocado. 
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el ciudadano JULIO CÉSAR IGNACIO MARULANDA LOAIZA. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Al efecto por solicitud de la Sala allegó certificado de existencia y representación legal en el que figura como representante legal de la misma.


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� CSJ STP, 29 ago. 2013, Rad. 68927
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